
MOCIÓN

Proyecto de ley que modifica el Código Tributario con el
objeto de consignar los Derechos del Contribuyente

Honorable Senado:

No obstante los innovadores y vigorosos mecanismos de protección
de los derechos de las personas que consagra la Constitución, existen
falencias  que  deben  ser  objeto  de  preocupación  prioritaria  del
legislador y numerosos campos en que debe avanzarse más en la
modernización del sistema de promoción y amparo de los derechos
de las personas. 

Son muchos los factores que inciden en que las personas se sientan
desprotegidas  frente  a  los  abusos  o  deficiencias  en  que  suele
incurrirse  en  la  acción  del  Estado.  Entre  ellos,  destacan  las
debilidades  de  los  mecanismos  para  precaver  los  síntomas  de
corrupción;  la  falta  de  una  debida  información  al  usuario;  la
insuficiencia  de  los  tribunales  de  justicia  ante  el  aumento  de  la
demanda y lo anacrónico de los procedimientos; la falta de respuesta
de  los  organismos  fiscalizadores  y  la  ausencia  de  tribunales
administrativos y tributarios independientes.

Uno de  los  campos  en  que esta  situación  se  presenta  con  mayor
fuerza es el de la justicia tributaria, en el cual se evidencia, cada vez
más, la precaria situación en que se encuentran los contribuyentes,
que  día  a  día  se  ven  obligados  a  someterse  a  tribunales  que
reconocidamente carecen de independencia e imparcialidad, pues se
trata de subalternos del mismo servicio fiscalizador, que actúa como
juez y parte, desconociendo que una de las bases del debido proceso
legal o juicio justo, garantizado por nuestra Constitución (artículo 19
Nº3,  inciso  5º)  y  consagrado  en  el  Pacto  de  Derechos  Civiles  y
Políticos (art. 14 Nº1) y en el Pacto de San José de Costa Rica (art. 8
Nº1) es el derecho fundamental de toda persona a ser juzgada por un
tribunal independiente e imparcial. 

Pero aunque la solución radical de este último problema deba esperar
la  instauración  de  tribunales  tributarios  especializados  e
independientes, existen numerosos otros aspectos en que persistirán
las  falencias  en  el  respeto  de  los  derechos  mínimos  de  los
contribuyentes, que continuarán, en el trámite diario y en el corriente
devenir  de su actividad,  expuestos a la  acción omnipotente de un
Servicio ante el cual deben irremisiblemente recurrir y del cual deben
necesariamente obtener autorizaciones, boletas, facturas y llenar las
muy  numerosas  exigencias  tributarias,  sin  las  cuales  se  hace
imposible  el  normal  desempeño  de  toda  actividad  profesional,
comercial o empresarial.

Los derechos fundamentales garantizados por la Constitución deben
reflejarse  necesariamente  en el  campo tributario.  Aunque  la  Carta
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Fundamental  no contenga,  de manera explícita,  una enunciación o
catálogo de lo que podría llamarse "derechos del contribuyente", ello
no significa que éstos no existan, pues son expresión de los derechos
de todas las personas, por lo que deben ser respetados, amparados y
promovidos  por  el  Estado.  Por  lo  mismo,  su  ejercicio  puede  ser
garantizado por el legislador, como complemento y desarrollo de las
normas constitucionales, enunciándolos sistemáticamente a través de
una ley especial, como está ocurriendo en diversos países de Europa
y América.

En España, por ejemplo,  el  artículo 34 de la Ley 58/2003,  General
Tributaria,  de  17  de  diciembre  de  2003,  establece  un  completo
catálogo de los derechos y garantías de los obligados tributarios y,
avanzando  algo  más,  crea  el  Consejo  para  la  Defensa  del
Contribuyente, integrado en el Ministerio de Hacienda, encargado de
velar por la efectividad de los derechos de los obligados tributarios,
atender las quejas que se produzcan por la  aplicación del  sistema
tributario  que  realizan  los  órganos  del  Estado  y  efectuar  las
sugerencias y propuestas pertinentes, en la forma y con los efectos
que reglamentariamente se determinen.

Asimismo,  el  artículo  99  de  la  Ley  58/2003,  de  17  de  diciembre,
General  Tributaria,  relativo  al  desarrollo  de  las  actuaciones  y
procedimientos  tributarios,  establece  una  serie  de  avanzadas
garantías  procesales  que  tienen  aplicación  en  el  desarrollo  de  las
actuaciones y procedimientos tributarios.

También  la  legislación  francesa  consulta  normas  en  materia  de
protección  del  contribuyente,  estableciendo  garantías  que  se
reconocen  a  éstos  en  el  caso  de  control  fiscal,  las  cuales  están
consagradas en los Artículos L. 47 a L. 52-A de la parte legislativa del
Libro de Procedimientos fiscales.

En los Estados Unidos de Norteamérica, destaca la “Declaración de
los derechos de los contribuyentes de California”, de abril de 2003,
que consagra, entre otros, el  derecho a tener una atención cortés y
oportuna; el derecho a que lo traten de manera equitativa; el derecho
a  la  confidencialidad;  el  derecho  a  obtener  información  y  ayuda;
derechos durante una auditoria fiscal (incluyen el derecho a apelar la
auditoría y derecho a que le reembolsen sus gastos de apelación);
derechos  durante  el  proceso  de  cobranza;  derecho  a  recibir  un
reembolso, etc.  Establece, además, una  oficina del defensor de los
derechos  de  los  contribuyentes,  a  la  cual  el  contribuyente  puede
recurrir en caso de desacuerdo con algún empleado  de la oficina de
impuestos o si  desea obtener más información sobre sus derechos
como contribuyente o sobre materias tributarias que lo afecten.

Creemos  que,  atendiendo  el  justo  clamor  de  los  contribuyentes
chilenos  y  siguiendo  la  tendencia  internacional,  resulta  oportuno
debatir en nuestro país la confirmación legal de los derechos de los
contribuyentes,  para  lo  cual  tengo  el  honor  de  proponeros  el
siguiente:
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Proyecto de Ley

Artículo único.- Agrégase al Código Tributario, a continuación
de su artículo 5º, el siguiente artículo 5º bis:

“Artículo 5º bis.-   Sin  perjuicio  de los  derechos  garantizados
por  la  Constitución  y  las  leyes  generales,  para  los  efectos  del
presente  Código  constituyen  derechos  de  los  contribuyentes,  a  lo
menos, los siguientes:

i) El  derecho  a  ser  atendido  cortésmente y  a  ser  tratado
equitativamente, con el debido respeto y consideración por
el personal del Servicio,  y a ser informado y asistido por el
Servicio sobre el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento
de sus obligaciones tributarias;

ii) El  derecho  a  obtener  en  forma  completa  y  oportuna  las
devoluciones previstas en las leyes tributarias.

iii) El  derecho  a  conocer,  en  todo  momento  y  por  un  medio
expedito, su situación tributaria y el estado de tramitación
de los procedimientos tributarios que lo afecten;

iv) El  derecho  a  conocer  la  identidad  de  las  autoridades  y
personal del Servicio, bajo cuya responsabilidad se tramitan
las actuaciones y procedimientos tributarios en los que tenga
la condición de interesado;

v) El  derecho  a  solicitar  certificación  y  copia  de  las
declaraciones  por  él  presentadas,  así  como  derecho  a
obtener  copia  autorizada  de  los  documentos  presentados
ante  el  Servicio,  y  el  derecho  a  la  devolución  de  los
originales de dichos documentos, en el caso de que no sea
imprescindible que obren en el expediente;

vi) El derecho a no aportar aquellos documentos no exigidos por
las  leyes  o  ya  presentados  por  ellos  mismos  y  que  se
encuentren  en  poder  del  Servicio,  siempre  que  el
contribuyente indique el día y procedimiento en el que los
presentó;

vii) El  derecho  a  que  se  mantenga  el  secreto  de  los  datos,
informes  o  antecedentes  obtenidos  por  el  Servicio,  en los
términos previstos en este Código;

viii) El derecho a que las actuaciones del Servicio que requieran
su  intervención  se  lleven  a  cabo  en  la  forma  expedita,
evitando esperas y reiteraciones innecesarias; 
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ix) El derecho a formular alegaciones y a aportar documentos,
que  deben  ser  tenidos  en  cuenta  por  el  Servicio  en  los
asuntos en que tengan interés o que los afecten;

x) El  derecho a ser informado,  al  inicio  de cualquier  acto de
fiscalización,  sobre la naturaleza y alcance de los mismas,
así como de sus derechos y obligaciones en el curso de tales
actuaciones y a que las mismas se desarrollen en dentro de
plazos razonables;

xi) El derecho a formular quejas y sugerencias en relación con el
funcionamiento  del  Servicio  o  de  la  actuación  de  sus
funcionarios, y

xii) El derecho a obtener copia a su costa de los documentos que
formen  el  expediente  de  cualquier  procedimiento  del
Servicio que lo afecte.”.

Baldo Prokurica Prokurica
Senador

13.04.05.
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